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1010403  -  
                                                                                      
Señor(a)
RIQUETT RODRIGUEZ BILFAIDES 

Cordialmente,

En atención a su solicitud de la referencia, cordialmente nos permitimos certificar que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio
programó pago de Cesantía PARCIAL reconocida por la Secretaria de Educación de BARRANQUILLA, al docente RIQUETT RODRIGUEZ BILFAIDES
identificado con CC No. 22501027, Mediante Resolución No. 04230 de fecha 17 de Abril de 2017,  quedando a disposición a partir del 27 de Julio
de 2017 por valor de  $16,220,484 , a través del Banco BBVA COLOMBIA por ventanilla, en la Sucursal BBVA C.S.CRA.43-B/QUILLA. .  

Adicionalmente me permito poner en su conocimiento, la Sentencia S2-126-Ap proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, dentro del
proceso radicado 05001333302420120016801, Demandado NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO NACIONAL DE
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y OTRO, el cual invocando el principio de "Lex Posterior generalis, non derogat priori speciali", La sala
consideró, en lo que se refiere a los términos de pago de las cesantías a los docentes afiliados al Fondo, que se debe acudir al régimen legal
especial Ley 91 de 1989 y el decreto 2831 de 2005, el cual reglamenta las etapas, condiciones, términos y formalidades propias del trámite de
reconocimiento de las cesantías de los Docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Por lo tanto no se puede hacer
extensiva un sanción establecida en las normas generales como la ley 50 de 1990, ley 344 de 1996, ley 244 de 1995 y 1071 de 2006 (Sanción
Moratoria), ya que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio es el único habilitado para la liquidación de pago del auxilio de las
cesantías y debe ceñirse a un procedimiento  especial establecido en la ley que difiere sustancialmente con el procedimiento establecido en las leyes
generales antes descritas. Por lo tanto el tribunal revocó la sentencia de primera instancia y en su lugar denegó las pretensiones de la demanda que
perseguía la sanción moratoria por el pago tardío del auxilio de cesantías.

Esta comunicación no posee el carácter de Acto Administrativo por cuanto Fiduprevisora S.A. no tiene competencia para expedirlos, solamente obra
en calidad de administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
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SEÑORES: 
JUZGADO OCTAVO  ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA  
E. S. D.  
 
 
REFERENCIA:        CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL  

CONVOCANTE: BILFAIDES RIQUETT RODRIGUEZ  
DEMANDADOS: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NA-CIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  
RADICADO: 0800133330082202100077 

 
ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN 

 

ROSANNA LISETH VARELA OSPINO  mayor de edad, identificado con cedula de ciudadanía No. 55.313.477 de 

Barranquilla , titular de la tarjeta profesional No. 189.320 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando como 

apoderado sustituta de la NACIÓN –MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y   FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, de conformidad con la sustitución otorgada por el Dr. Luis Alfredo Sanabria Ríos 

quien a su vez cuenta con poder otorgado por el Dr. Luis Gustavo Fierro  Maya, entidad demandada dentro 

del proceso de la referencia, respetuosamente manifiesto a usted que por medio del presente y estando 

dentro del término legal para hacerlo, presento RECURSO  DE REPOSICIÓN en los siguientes términos: 

 

I. PETICIÓN: 

 

Se solicita respetuosamente se REPONER  la decisión tomada en el auto de fecha auto de 9 de julio  de 2021  

y en su lugar se APRUEBE la conciliación realizada por las partes en audiencia prejudicial el día  16 de marzo  

de 2021, teniendo en cuenta, la misma se encuentra ajustada a derecho, y cumple con los parámetros 

estipulados para dicha conciliación, de conformidad con los fundamentos que se expondrán a continuación. 

 

II. FUNADAMENTOS DE DERECHO: 

 

La ley 91 de 1989 mediante la cual se creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio señaló 
en el artículo 15 de esa normatividad que el pago de cesantías estaría a cargo de la entidad de la siguiente 
manera:  
 

“(…) Cesantías: 

 Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de 
salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el 
último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso con-
trario sobre el salario promedio del último año. 

Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los docentes nacio-
nales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías ge-



 
 

 
                                                      

  

neradas a partir del 1 de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Ma-
gisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 31 
de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la suma 
que resulte aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintenden-
cia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante 
el mismo período. Las cesantías del personal nacional docente, acumulados hasta el 31 de 
diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
continuarán sometidas a las normas generales vigentes para los empleados públicos del or-
den nacional (…)” 

 
De conformidad con lo anterior, todos los miembros del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
magisterio tienen derecho a que se  les cancele un mes de salario por cada año laborado a título de auxilio de 
cesantías, prestación que deberá ser liquidada de manera anualizada, sin retroactividad con  base en el último 
salario devengado siempre el docente se haya vinculado con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 
91 de 1989. 
 
Dicha norma, si bien es cierto es clara respecto a señalar que los docentes tienen derecho a un auxilio de 
cesantías anualizado, no señaló cual es el término que tiene el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio para reconocer dicha prestación ni contempla algún tipo de sanción en caso de que estas no se 
reconozcan lo que generó controversia en cuanto a cuál era el procedimiento a seguir. 
 
Pues bien, existiendo ese vacío normativo los operadores judiciales optaron por señalar que a los docentes 
les es aplicable el procedimiento aplicable a los servidores públicos que se encuentra contemplado en la ley 
244 de 1995 modificada por la ley 1071 de 2006, norma que señaló que esas prestaciones deberán 
reconocerse acatando las siguientes reglas: 

 
“ARTÍCULO 1o. <Artículo subrogado por el artículo 4o. de la Ley 1071 de 2006. El nuevo texto 
es el siguiente:> Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la 
solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por parte de los peticionarios, 
la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las 
cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos 
determinados en la ley. 
 
(…) 

 
ARTÍCULO 2o. <Artículo subrogado por el artículo 5o. de la Ley 1071 de 2006. El nuevo texto 
es el siguiente:> La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco 
(45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la 
liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta 
prestación social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro (…)” 

 
Entonces, conforme con la normatividad transcrita se tiene que al momento de radicar la petición, la entidad 
que recibe la solicitud tiene un plazo de quince (15) días para reconocer las cesantías parciales y definitivas, y 
la entidad pagadora a partir de la firmeza del acto, esto es cinco (5) días de ejecutoria si la petición se realizó 
en vigencia de la ley del decreto 01 de 1984 o diez (10) si la misma se realizó en vigencia de la ley 1437 de 
2011, la entidad pagadora contará con término de cuarenta y cinco (45) días hábiles para poner a disposición 
los recursos. 
 
De conformidad con lo anterior, a partir del momento de la radicación de la solicitud de las cesantías parciales 
o definitivas por parte del servidor público, la administración cuenta con un total de sesenta y cinco (65) días 
para poner a disposición los recursos si la solicitud se realizó antes del 2 de julio de 2012 o setenta (70) días si 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1071_2006.html#4
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1071_2006.html#5


 
 

 
                                                      

  

la misma se realizó con posterioridad a esa fecha, so pena de incurrir en la sanción establecida en el parágrafo 
del artículo 2 de la ley 1071 de 2006 que señaló: 

 
“PARÁGRAFO. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los 
servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al 
beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago 
de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término 
previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, 
cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a este.” 

 
En tal sentido, los servidores públicos cuentan con el derecho a recibir un día de salario por cada día de 
retardo a título de sanción mora, si el pago de esos recursos se realizó por fuera de los sesenta y cinco (65) o 
setenta (70) días y deberá ser liquidado hasta el día inmediatamente anterior a la fecha en la que se efectuó 
su pago. 
 

III. DE LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL: 

 

El decreto 1716 del 14 de mayo de 2009 que regula lo concerniente a la conciliación extrajudicial en materia 
de lo contencioso administrativo señalo:  
 
“Artículo 2°. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que 
desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por con-ducto de apoderado, sobre los 
conflictos de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo a través de las accio-nes previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.”  
Luego, en materia de derecho administrativo laboral, la conciliación es viable frente a los efectos económicos 

de un acto administrativo susceptible de control ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través 

de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. En el caso en concreto, dada la naturaleza de la sanción 

moratoria, el derecho que se discute es incierto y discutible, por lo tanto, susceptible de ser conciliado. 

 

IV. CASO CONCRETO: 

 

Se observa que el motivo de la improbación del acuerdo fue el no aportar certificación del pago de las 

cesantías reconocidas mediante la Resolución No 04230 del 17 de abril del año 2017, por lo cual se subsana y 

se aporta la certificación extrañada. 

 

Por lo tanto en este orden de ideas se evidencia que se cumplió con todos los parámetros necesarios y las 

pruebas pertinentes para realizar un acuerdo conciliatorio, razón por la cual se solicita a su despacho se 

revoque la decisión proferida mediante auto de 30 de noviembre  de 2020 que ímprobo acuerdo conciliatorio 

y en su lugar se APRUEBE el mismo, atendiendo a que resulta ser beneficioso para la entidad que represento 

evitando así posibles condenas superiores y un mayor detrimento del erario público. 

 

ANEXOS 

 

Certificación de pago de cesantías reconocidas mediante Resolución No 04230 17 de abril del 2017 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

VIII. NOTIFICACIONES 

 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 No. 10-03 

Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co, t_rvarela@fiduprevisora.com.co  y 

procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

 

Atentamente; 

 

 
ROSANNA LISETH VARELA OSPINO 

CC 55.313.766 Barranquilla- Atlántico 

Tp 189.320 del C.S de la J  

 

 

 


